
JURISPRUDENCIA

Roj: STS 2666/2023 - ECLI:ES:TS:2023:2666

Id Cendoj: 28079110012023100952
Órgano: Tribunal Supremo. Sala de lo Civil

Sede: Madrid
Sección: 1

Fecha: 20/06/2023
Nº de Recurso: 1985/2020

Nº de Resolución: 1000/2023
Procedimiento: Recurso de casación

Ponente: RAFAEL SARAZA JIMENA
Tipo de Resolución: Sentencia

T R I B U N A L S U P R E M O

Sala de lo Civil

Sentencia núm. 1.000/2023

Fecha de sentencia: 20/06/2023

Tipo de procedimiento: CASACIÓN E INFRACCIÓN PROCESAL

Número del procedimiento: 1985/2020

Fallo/Acuerdo:

Fecha de Votación y Fallo: 15/06/2023

Ponente: Excmo. Sr. D. Rafael Sarazá Jimena

Procedencia: Audiencia Provincial de Santander, Sección Segunda

Letrada de la Administración de Justicia: Ilma. Sra. Dña. Mª Teresa Rodríguez Valls

Transcrito por: ACS

Nota:

CASACIÓN E INFRACCIÓN PROCESAL núm.: 1985/2020

Ponente: Excmo. Sr. D. Rafael Sarazá Jimena

Letrada de la Administración de Justicia: Ilma. Sra. Dña. Mª Teresa Rodríguez Valls

TRIBUNAL SUPREMO

Sala de lo Civil

Sentencia núm. 1000/2023

Excmos. Sres.

D. Ignacio Sancho Gargallo

D. Rafael Sarazá Jimena

D. Pedro José Vela Torres

D. Juan María Díaz Fraile

En Madrid, a 20 de junio de 2023.

Esta Sala ha visto el recurso extraordinario por infracción procesal y el recurso de casación respecto de la
sentencia 105/2020, de 12 de febrero, dictada en grado de apelación por la Sección Segunda de la Audiencia
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Provincial de Santander, como consecuencia de autos de juicio ordinario núm. 22/2019 del Juzgado de Primera
Instancia núm. 2 de Castro Urdiales, sobre reclamación de cantidad.

Es parte recurrente D.ª  Ofelia , representada por la procuradora D.ª María Concepción Villaescusa Sanz y bajo
la dirección letrada de D.ª Virginia Delgado Padilla.

Es parte recurrida Hoist Finance Spain S.L., representada por el procurador D. Joaquín María Jañez Ramos y
bajo la dirección letrada de D.ª Noa Rodríguez Fernández y D.ª María José Cosmea Rodríguez.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Rafael Sarazá Jimena.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Tramitación en primera instancia.

1.- Tras oponerse el deudor al requerimiento de pago formulado en un proceso monitorio, el procurador D.
Joaquín Jañez Ramos, en nombre y representación de Hoist Finance Spain S.L., interpuso demanda de juicio
ordinario contra D.ª  Ofelia , en la que solicitaba se dictara sentencia:

"[...] que condene a la demandada  Ofelia  a abonar a mi mandante la cantidad de diez mil novecientos dieciocho
euros con tres céntimos (10.918,03.-€), más los intereses que legalmente procedan con expresa condena en
costas del mismo".

2.- La demanda fue presentada el 7 de enero de 2019 y, repartida al Juzgado de Primera Instancia núm.
2 de Castro Urdiales, fue registrada con el núm. 22/2019. Una vez fue admitida a trámite, se procedió al
emplazamiento de la parte demandada.

3.- La procuradora D.ª Carmen Aldaz Antía, en representación de D.ª  Ofelia , contestó a la demanda, solicitando
su desestimación y la expresa condena en costas a la parte actora.

4.- Tras seguirse los trámites correspondientes, el Magistrado-juez del Juzgado de Primera Instancia núm. 2
de Castro Urdiales, dictó sentencia 37/2019, de 10 de abril, cuyo fallo dispone:

"Que estimo íntegramente la demanda formulada por Hoist Finance Spain S.L. contra D.ª  Ofelia , y, en su virtud,
debo condenar y condeno a la demandada a abonar a la actora la cantidad de diez mil novecientos dieciocho
euros con tres céntimos de euro (10.918,03 euros), más los intereses legales que procedan conforme al
fundamento jurídico quinto, y con expresa imposición de costas a la parte demandada".

SEGUNDO.- Tramitación en segunda instancia.

1.- La sentencia de primera instancia fue recurrida en apelación por la representación de D.ª  Ofelia  y la
representación de Hoist Finance Spain S.L. se opuso al recurso.

2.- La resolución de este recurso correspondió a la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Santander,
que lo tramitó con el número de rollo 611/2019, y tras seguir los correspondientes trámites dictó sentencia
105/2020, de 12 de febrero, que desestimó el recurso, con imposición de costas.

TERCERO.- Interposición y tramitación del recurso extraordinario por infracción procesal y del recurso de
casación

1.- La procuradora D.ª Carmen Aldaz Antia, en representación de D.ª  Ofelia , interpuso recurso extraordinario
por infracción procesal y recurso de casación.

El motivo del recurso extraordinario por infracción procesal fue:

"Único.- Al amparo del artículo 469.1.4º de la L.E.C., se invoca la violación del artículo 24.1 de la Constitución
Española (C.E.) que establece el derecho a una tutela judicial efectiva de los jueces y tribunales sin que se
produzca indefensión, en relación con la obligación del juez nacional a realizar el control de validez de las
cláusulas contenidas en los contratos celebrados entre un consumidor y un empresario y la existencia de
posibles cláusulas abusivas establecido en el art. 6 de la Directiva 93/13/CEE de 5 de abril, respecto a la
imperatividad del derecho comunitario europeo y art. 4 Bis de la LOPJ".

Los motivos del recurso de casación fueron:

"Primero.- Al amparo del art. 477.2.3º de la LEC, se recurre la sentencia mencionada por infracción del art. 96,
art. 9.3 de la Constitución española (C.E.) y el artículo 4 Bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) en
relación con el art. 6 de la Directiva 93/13/CCE del Consejo de 5 de abril de 1993 por inaplicación del derecho
comunitario europeo y de la Jurisprudencia del TJUE y de la Sala Primera del Tribunal Supremo contenida,
entre otras, en las Sentencias 705/2015, de 23 de diciembre, Sentencia 241/2013 del Tribunal Supremo de 9
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de mayo o la reciente Sentencia núm. 52/2020, de 23 de enero, en relación a la necesidad de que el Juzgador
examine y aprecie, incluso de oficio, en cualquier procedimiento y en cualquier fase, los contratos celebrados
por consumidores y la existencia de cláusulas abusivas aplicadas en estos contratos".

"Segundo.- Al Amparo del art. 477.2.3º de la L.E.C, basamos nuestro segundo motivo de impugnación a la
sentencia por la inaplicación del artículo 1 y 3 de la Ley de 23 de julio de 1908, de Represión de la usura
en relación con el art. 4.2 de la Directiva 93/13/CEE, de 5 de abril de 1993 oponiéndose a la jurisprudencia
emanada del Tribunal Supremo en su Sentencia 628/2015, de 25 de noviembre y Sentencia 149/2020, de 4 de
marzo, respecto a la declaración del carácter usurario del contrato de crédito suscrito".

"Tercero.- Al amparo del manifestado art. 477.2.3º de la L.E.C, basamos nuestro tercer motivo de impugnación
por la infracción de los artículos 5 y 7 de la Ley 7/1988, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la
Contratación (en adelante LCGC), en la relación a los requisitos para la válida incorporación al contrato de las
condiciones generales de la contratación y los artículos 80.1 y 82 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16
de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores
y Usuarios y otras leyes complementarias (en adelante TRLGDCU) en relación con el artículo 3 de la Directiva
93/13/CEE de 5 de abril de 1993, e infracción de la Jurisprudencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo
contenida en la sentencia núm. 241/2013 de 9 de mayo; sentencia 705/2015, de 23 de diciembre; sentencia
265/2015, de 22 de abril; sentencia 367/2017, de 8 de junio, la Sentencia 52/2020, de 23 de enero y Sentencia
105/2020, de 19 de febrero, relativas al control de transparencia y abusividad de las condiciones generales
aplicadas en los contratos celebrados con los consumidores".

2.- Las actuaciones fueron remitidas por la Audiencia Provincial a esta Sala, y las partes fueron emplazadas
para comparecer ante ella. Una vez recibidas las actuaciones en esta Sala y personadas ante la misma las
partes por medio de los procuradores mencionados en el encabezamiento, se dictó auto de fecha 27 de abril
de 2022, que admitió los recursos y acordó dar traslado a la parte recurrida personada para que formalizara
su oposición.

3.- Hoist Finance Spain S.L. se opuso al recurso.

4.- Al no solicitarse por todas las partes la celebración de vista pública, se señaló para votación y fallo el día
15 de junio de 2022, en que ha tenido lugar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Antecedentes del caso

1.- Hoist Finance Spain S.L. (en lo sucesivo, Hoist) promovió un proceso monitorio contra D.ª  Ofelia  en el que le
reclamó el pago de 10.919,03 euros. Esa cantidad era el resultado de la liquidación de una tarjeta de crédito de
las denominadas revolving de la que era titular D.ª  Ofelia , que había sido contratada en 1998. Hoist no reclamó
los intereses y comisiones correspondientes a esa última liquidación sino solo la cantidad correspondiente al
capital pendiente de amortizar de esa última liquidación.

D.ª  Ofelia  se opuso al requerimiento de pago. Alegó que el contrato de tarjeta de crédito resultaba ilegible e
incomprensible no solo por el tamaño de la letra sino también porque su contenido era de difícil comprensión.
Alegó también que las cláusulas del contrato eran abusivas. Y concluyó que las cláusulas no superaban el
control de inclusión ni el control de transparencia.

2.- Ante la oposición de la consumidora al requerimiento de pago hecho en el proceso monitorio, Hoist presentó
una demanda de juicio ordinario en la que formuló la misma reclamación realizada en la solicitud de proceso
monitorio.

D.ª  Ofelia  se opuso a la demanda. Alegó que el contrato era usurario porque el interés aplicado era
notoriamente superior al normal del dinero, por lo que era aplicable el art. 1 de la Ley de 23 de julio de 1908.

Alegó también que en ningún momento se le había dado traslado "de la documentación donde consten las
condiciones generales aplicadas; desconociendo de forma absoluta las cláusulas del contrato y el origen de
cuantas comisiones ha venido soportando hasta la fecha", así como que "la demandante lleva durante muchos
años aplicando de forma unilateral e injustificada las condiciones que libremente considera causando una
cuantiosa merma económica y un grave perjuicio en el patrimonio de mi clienta", en concreto por el cobro de
intereses y comisiones diversas. Alegó que las cláusulas aplicadas eran abusivas, y por tanto nulas, por las
siguientes razones:

"1º. Vinculan el contrato a la voluntad del empresario.

" 2º. Limitan los derechos del consumidor y usuario.
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" 3º. Determinan la falta de reciprocidad en el contrato.

" 4º. Imponen al consumidor y usuario garantías desproporcionadas.

" 5º. Resultan desproporcionadas en relación con el perfeccionamiento y ejecución del contrato".

Alegó asimismo que había pagado 35.617,21 euros, que era una cantidad muy superior a la cantidad realmente
dispuesta mediante el uso de la tarjeta, por lo que no adeudaba cantidad alguna.

Y finalizó solicitando que se desestimara la demanda.

3.- La sentencia del Juzgado de Primera Instancia estimó plenamente la demanda. No entró a valorar si
el contrato de tarjeta revolving era usurario o si las cláusulas eran abusivas porque "la actora sólo está
reclamando la cantidad debida en concepto de principal".

La demandada apeló la sentencia, reiterando sus alegaciones sobre el carácter usurario de la operación de
crédito y la existencia de cláusulas abusivas. Y como había pagado 35.617,32 euros por haber dispuesto de
28.761,04 euros, la demanda debía ser desestimada.

La Audiencia Provincial, en su sentencia, rechazó analizar la nulidad de las cláusulas que se tildaban de
abusivas porque la demandada no formuló reconvención y en la demanda solo se ventilaba la reclamación
del saldo acreedor resultante de la utilización de la tarjeta, por lo que procedía desestimar el recurso "sin
perjuicio de que, en su caso, la ahora apelante ejercite las acciones de que se considere asistida para obtener
la declaración de nulidad de tales cláusulas y consiguiente reintegro de lo pagado indebidamente en su caso".

4.- La demandada ha formulado un recurso extraordinario por infracción procesal, basado en un motivo, y un
recurso de casación, basado en cuatro motivos, que han sido admitidos a trámite.

5.- Las alegaciones de la recurrida relativas a la inadmisibilidad de los recursos no pueden estimarse, puesto
que los recursos cumplen los requisitos de cita de los preceptos infringidos, justificación del interés casacional,
identificación y argumentación de la infracción denunciada. Las objeciones hechas a la admisión de los
recursos pretenden imponer un rigorismo formal excesivo e injustificado.

SEGUNDO.- Motivo único del recurso extraordinario por infracción procesal

1.- Planteamiento. En el encabezamiento del motivo, la recurrente alega la violación del artículo 24.1 de la
Constitución que establece el derecho a una tutela judicial efectiva de los jueces y tribunales sin que se
produzca indefensión, en relación con la obligación del juez nacional a realizar el control de validez de las
cláusulas contenidas en los contratos celebrados entre un consumidor y un empresario y la existencia de
posibles cláusulas abusivas.

En el desarrollo del motivo, la recurrente argumenta que la vulneración se habría producido porque la sentencia
realiza una limitación del objeto del proceso con la justificación de que la demandada no ha formulado
reconvención con lo que evita llevar a cabo el imperativo examen de la abusividad de las cláusulas del contrato,
que era necesario para resolver el litigio. Se produce la violación del derecho a una tutela judicial efectiva
cuando el Tribunal, sin entrar a examinar el contrato, declara la irrelevancia de su posible abusividad y declina la
realización de control judicial por razón de que solo se reclama el principal de la última liquidación, cuando en
este tipo de contrato se abonan primero todos los intereses y comisiones, y dejan en último lugar el abono del
principal. E invoca la sentencia 31/2019 del Pleno del Tribunal Constitucional, de fecha 28 de febrero de 2019,
que declaró que había sido vulnerado el derecho fundamental de la demandante de amparo a la tutela judicial
efectiva sin indefensión ( artículo 24.1 CE), porque el Juzgado de Primera Instancia núm. 32 de Madrid no
analizó la posible nulidad de la cláusula contractual e infringió el principio de primacía del Derecho de la Unión.

2.- Decisión de la sala. El recurso extraordinario por infracción procesal debe ser estimado por las razones que
a continuación se expresan.

La cantidad reclamada en el proceso ordinario era el resultado de la liquidación final de un contrato de tarjeta
de las denominadas revolving, que se había venido desarrollando durante aproximadamente 17 años. Por tanto,
esa liquidación final era el resultado final de aplicar las cantidades pagadas por la demandada, que esta, con
apoyo en los documentos aportados al proceso, cifra en 35.617,32 euros, al pago del principal dispuesto por
la demandada, que esta cifra en 28.761,04 euros, los intereses y las comisiones.

En consecuencia, la alegación por la demandada, en su contestación a la demanda, de los motivos de oposición
a la reclamación, consistentes en que la operación de crédito era usuraria y que las cláusulas del contrato eran
nulas por no superar los controles de inclusión, transparencia y abusividad, eran relevantes para resolver sobre
la exigibilidad de la cantidad final resultante de la liquidación, por más que la demandante haya reclamado solo
el principal de esa última liquidación, porque la aplicación de esas cláusulas también ha sido determinante
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del importe de esa última liquidación, y no solo de la parte de la misma a cuya reclamación renunció la
demandante. La estimación de los argumentos defensivos opuestos por la demandada (carácter usurario de
la operación crediticia, no incorporación y carácter abusivo de las cláusulas que regulaban los intereses y
las comisiones) habría determinado la desestimación de la demanda o, cuanto menos, la minoración de la
cantidad a que ascendía la condena.

3.- La sentencia recurrida ha cercenado indebidamente el objeto del proceso, tal como fue delimitado por la
demanda y la contestación a la demanda, y ha remitido a la demandada a la promoción de un proceso ulterior
en el que esta pueda reclamar las cantidades que haya pagado indebidamente con base a esas cláusulas que
reputa ilícitas en su contestación a la demanda y su recurso de apelación.

La argumentación de la sentencia recurrida supone una denegación efectiva de pronunciamiento sobre las
alegaciones oportunamente deducidas en el proceso por la demandada, que eran relevantes porque la cantidad
reclamada era la resultante de la liquidación final del contrato tachado de usurario y de la aplicación de las
cláusulas de dicho contrato relativas a intereses y comisiones, que habían sido reputadas por la demandada
nulas, por no incorporadas al contrato y por ser abusivas.

El tribunal de apelación debió dar respuesta a dichas alegaciones, legítimamente argüidas por la demandada
para oponerse a la reclamación formulada pues, para obtener una resolución que diera respuesta a sus
argumentos defensivos, la demandada no necesitaba formular reconvención, al haber solicitado solamente la
desestimación de la demanda y no la restitución de las cantidades pagadas de más por el carácter usurario
del crédito y el carácter abusivo de las cláusulas relativas a intereses y comisiones. Sin embargo, la sentencia
recurrida denegó ese pronunciamiento y remitió a la demandada a un posterior proceso que debía promover
"para obtener la declaración de nulidad de tales cláusulas y consiguiente reintegro de lo pagado indebidamente
en su caso".

Con ello vulneró el derecho de la demandada a obtener un pronunciamiento sobre el carácter usurario del
crédito revolving y sobre la no incorporación y el carácter abusivo de sus cláusulas, al que tenía derecho porque
eran cuestiones oportunamente alegadas en la contestación a la demanda y relevantes para decidir sobre la
pertinencia de la reclamación formulada en la demanda. Con ello, se vulneró su derecho a la tutela judicial
efectiva mediante un pronunciamiento sobre el fondo de las cuestiones planteadas en el proceso, sin que el
hecho de no haber formulado reconvención justificara tal denegación.

Como declara la sentencia del Tribunal Constitucional 213/1990, de 20 de diciembre, el derecho a la tutela
judicial efectiva "implica también la necesidad de que los ciudadanos obtengan una satisfacción razonada y, a
ser posible, "de fondo" de sus pretensiones, de tal manera que, una vez cumplidos los presupuestos y requisitos
procesales que condicionan la admisibilidad de la resolución judicial definitiva, aquella satisfacción ha de ser,
en cada una de sus instancias, material, pues material y efectiva ha de ser la tutela que los órganos judiciales
han de dispensar a los derechos e intereses legítimos".

4.- La consecuencia de la estimación del recurso de casación debe ser la anulación de la sentencia recurrida y
la reposición de las actuaciones al momento anterior en que fue dictada, pues al denegar el pronunciamiento
exigido por las alegaciones de la demandada, se ha omitido el juicio de hecho y de derecho sobre el objeto del
proceso, tal como quedó delimitado por las alegaciones defensivas de la demandada. De ahí que, no siendo
en absoluto los recursos extraordinarios por infracción procesal y de casación un nuevo juicio que, como la
apelación, permita una cognición plena sobre todas las cuestiones de fondo de hecho y de derecho sometidas a
debate, y no habiendo sido enjuiciadas las planteadas en la contestación a la demanda, en puridad, por ninguna
instancia, el pronunciamiento de esta sala deba limitarse a anular la sentencia recurrida para que el tribunal de
apelación, como órgano de instancia plenamente facultado para conocer de todas las cuestiones de hecho y de
derecho objeto del proceso, las resuelva en sentencia, una vez que se ha declarado que la falta de formulación
de reconvención no priva a la demandada de obtener un pronunciamiento sobre sus alegaciones de usura y
no incorporación y abusividad de las cláusulas del contrato de tarjeta. En todo caso, tanto la finalización del
recurso de apelación, mediante el dictado de una nueva sentencia, como los eventuales recursos extraordinario
por infracción procesal y de casación que pudieran interponerse contra la nueva sentencia de la Audiencia
Provincial, serán de tramitación preferente.

TERCERO.- Costas y depósitos

1.- No procede hacer expresa imposición de las costas del recurso extraordinario por infracción procesal que
ha sido estimado, de conformidad con los artículos 394 y 398, ambos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ni del
recurso de casación, en el que no ha procedido entrar.

2.- Procédase a la devolución de los depósitos constituidos de conformidad con la disposición adicional 15.ª,
apartado 8, de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
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F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta sala ha decidido

1.º- Estimar el recurso extraordinario por infracción procesal interpuesto por D.ª  Ofelia  contra la sentencia
105/2020 de 12 de febrero, dictada por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Santander, en el
recurso de apelación núm. 611/2019.

2.º- Anular la expresada sentencia y devolver las actuaciones al referido tribunal de apelación para que dicte
nueva sentencia pronunciándose sobre las cuestiones planteadas en el recurso de apelación de la demandada,
sin que la falta de formulación de reconvención ni el hecho de reclamarse únicamente el principal de la
última liquidación sean obstáculo para pronunciarse sobre el carácter usurario del crédito revolving y, en su
caso, sobre la no incorporación y la abusividad de sus cláusulas. La apelación y los eventuales recursos
extraordinario por infracción procesal y de casación que pudieran interponerse contra la nueva sentencia de
la Audiencia Provincial, serán de tramitación preferente.

3.º- No imponer las costas de los recursos extraordinario por infracción procesal y de casación.

4.º- Devolver a la recurrente los depósitos constituidos para interponer los recursos.

Líbrese a la mencionada Audiencia la certificación correspondiente con devolución de los autos y rollo de
apelación remitidos.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.
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